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A partir de hoy 4 de mayó de 2022, quedan las diligencias en secretaria a '
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra lá, providencia del'
PRIMERO (1) de DICIEMBRE de DOS MIL VEINTIUNO (2021X ppr el término de
dos (2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art.-189, Jnfíiso 2° del C.P.P.
Vence el dia 5 de mayo de 2022. ^ V , \

\ •, . \ \ '\

Vencido el término del traslado, SI NO Q se presentó, sustentación del
recurso. .. \ • *

. •' •. \

EL SECRETARIO ,

lONEL RRES; QUINTERO

NUR <t1001 -60-00-023-2017-10734-00
Ubicación 28359 • ,

Condenado KAREN PAOLA BELEÑO GARCIA
C.C # 53052524

CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN

A partir de hoy 6 de Mayo de 2022, quedan las diligencias en secretaria a
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 9 de Mayo
de 2022.

Vencido el término del traslado, SI NO se presentó escrito.

EL SECRETARIO

LIO NELTORRES QUINTERO
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Número de Ubicación: NI.2835y-lí>»D.lI001600002320l71073400/
Condenada: KAREN PAOLA^áflO &AkaA
Delito: HURTO C/íLIPrpiíSo y/»SRAV/*DO
Lugar de Reclusión: M^ÓhLDOAttCTUíR3MLCAR^RAj8_bj5!o^J30AlLJá^Q.SyB^
JARDIN NORTE X
Decisión a Tomar: Niego libertad Condicional
(Ley 1826/17)

KjcrlipíCd '̂ Cv\ :

OC/iUe U
Ou¿CíO lO'/cli^ íf^opc

JUZGADO NOVENO DE EJECUCIÓN DE PENAS
y MEDIDAS DE SEGURIDAD

' Bogotá D.C.. Primero (1) de diciembre de dos milveintiuno (2021)

1.- MOTIVO DE PRONUNCIAAMCENTO

Procede el Despacho a reconocer redención de pena y resolver sobre la libertad
Condicional de lacondenada KAREN PAOLA BELEÑO GARCIA, de conformidad con la
solicitud incoada por la sentenciado.

2.-ANTECEDENTES

v '̂- Mediante sentencia del 31 de Julio de 2018 proferida por el Juzgado Segundo Penal
Municipal con Funciones de Conocimiento de Bogotá D.C., resultó condenada ICAREN
PAOLA BELEÑO GARaA. por el delito de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO, ó
la pena principal de 5 oños de prisión a la accesoria de interdicción de derechos y
funciones públicos por el mismo lapso de lapena, negándole el subrogado de suspensión
condicionol de la penay loprisión domiciliaria.

Posteriormente, este Despacho Judicial mediante proveído del 2 de marzo de 2021
CONCEDIÓ el beneficio de la prisión domiciliaria a la sentenciada KAREN PAOLA
BELEÑO GARaA.

3.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

DE LA LIBERTAD CONDICIONAL:

r

Esta sede Judicial atendiendo que entró en vigencia la Ley 1709 del 20 de enero de
2014, que reformó algunos artículos de la Ley 65 de 1993, Ley 599 de 2000 y Ley 55
de 1985 y se dictan otros disposiciones y en oplicación del derecho fundamentol de
favorabilidad, contenido en el inciso tercero del Art. 29 de la Constitución Política,
tendrá en cuenta el Art, 30 de la citado ley que modificó el Art. 64 de la Ley 599 de
2000 y que a su tenor dice:

"El juez, previa voloraeión de la conducta punible, concederá la libertad
condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya
cumplido con ios siguientes requisitos:

1.- Que la persona hayo cumplido los tres quintas (3/5) partes de la pena.
2.- Que su adecuodo desempeiTo y comportamiento duronte el tratamiento
penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no
existe necesidad de continuar la ejecución de lo pena.
3. Que demuestre arraigo familiar y socio!.

'O
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Número de Ubicación: NI.28359/ RAD.n001600002320171073400/
Condenado: K/íREN ?AOlñ BELEÑO GAkCLA
Delito: HURTO CALIFICADO y ASftAV/lDO
Lugar de Reclusión: PRISIÓN DOMICTLEARIA: CARRERA 5fl D Mo. 13Q a ?? AüDOTr) mtrs^rx
JARDIN NORTE "
becisttfn a Tomar: Niega libertad Condicional
(Ley 1826/17)

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer,
con todos [os elementos de prueba ollegados o la actuocíón, la existencia o
inexístenda del arraigo.

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la victima o al
aseguramiento del pago de la indemnización medrante garantía personal, real,
bancarta o acuerdo de pago, saivo que demuestre Insolvencia del condenado.

El tiempo que falte para el cumplimiento de lo pena se tendrá como periodo de
prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en
otro tanto igual, de considerarlo necesario".

De conformidad con la documentación que obra dentro del paginaría, se ha podido
establecer que [a penada KAREN PAOLA BELEÑO GAKXA se encuentra privada de
la libertad por cuenta de este proceso, iniclalmente, desde el 22 al 23
septicmbre/2017, - 1 día- y posteriormente, desde el 2 de octubre de 2018a la fecha
actual serían, - 37 meses y 29 dios-, a este tiempo se debe adicionar los
reconocidos como redención así: 12 de marzo/2020, - 1 mes y 4.25 días- 1 de
junio/2020, - 29 días-, 23 de noviembre/2020, - 28 días-, 29 de diciembre/2020, -1
mes y 1.5 días-13 de abril/2021, - 26.^ías - 9 de agosto/2021, - 28 días ¡o
cual arroja un guarismo jtotal de^- 4^ ^meses v 27.25 días- conio tiempo de peno
descontado.

Significa lo anteri '̂ que se cumple eK-elem^o objetivo de la norma citado en
precedencia, pues las 3/5 partes de la pena impuesta a KAREN PAOLA BELEÑO
6ARCIA son 36 mcses,_tiíínpoj|^ha sido cumplido, conforme lo reseñado en
precedencia.

Así mismo, frente áT^raigo familiar y social de lo penada KAREN PAOLA BELEÑO
GARCIA se tendrá en cuenta la dirección que aparece registrada y la documentación
aportada para tal fin sí eventualmente le fuera concedida la libertad condicional.

En este sentido, se advierte desde yo que para el despacho es cloro que para
demostrar el arraigo familiar y social entendiendo que los característicos especíales
en la forma de vida del individuo como lo son los oficios, artes o profesiones, como el
lugar de domicilio y/o residencio, su vínculo y su comportamiento fomiliar y social, el
deber como ciudadano y actuar como tol dentro de una comunidad exige obviamente
una cloro demostración de que se permita confiar fundadamente en que resulto
provechoso paro él y para lo colectividad sustraerle de ¡a reclusión intromural y volver
a lo convivencia pacifico en la sociedad, de allí que en estos términos debemos
entender el arraigo familiar y social.

Ahora bien, frente a la valoración de la conducta, tenemos que poro el Despacho es
claro que existen conductos como la que hoy ocupan nuestra atención HURTO
CALIFICADO y A6RAVAD0 que evidencian el comportamiento y lo personalidad del
penado y que debe ser analizado y jurídicamente ponderada, puesto que se trota de
aplicar la novísima le] reformó algunos artículos de la Ley 65 de
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NúmerodeUbicación:NI.28359/RAD.n001600002320171073400/
Condenada:KARENPAOUBELEÑOGAkCLA
Deliro:HURTOCALIFICADOYAGRAVADO

LugardeReclusión:PRISIÓNDOAAICTLIARIA:CARRERA58DNo.130A22.BARRIOCIUDAb
JARDINNORTE

DecisiónoTomar:NiegolibertadCondicional
(Ley1826/17)

1993,Ley599de2000yLey55de1985ydictóotrosdisposiciones,obviamente,bajo
elprincipiodelofavorabilidodperosindejardeestudiartodosycodaunodelos
requisitosquedealgunamaneraharíanviableonolaconcesióndelbeneficioincoodo.
puesdetalmañeroquedesdeyaparaestaJudicaturalaconductadesplegadaporei
condenadoresultagraveenelsentidoquedeacuerdoalacontecerfóctico:

"...El22deseptiembrede2017aesodelas10:55delamañanaKARENPAOLA
BBLEÑOGARCIAencompañíadesucompañerosentimentalFabiánAlfonsoMoneada
Gómez,eneiinmuebledelacarrera58DNo.130A22,barriociudadjardíncon
armasdecortopunzantesapuñalaronalciudadanoHECTORVICENTECUERVO
NUSTESdespojándolodeun(1)celularmarcaHüaweiavaluadoenSEISCIENTOS
MILPESOS($600.000)MCTE.,yCINCOMILPESOS($5.000)MCTEenefectivo,
abandonadoellugarfueronperseguidosporelofendidoquiencomunicolosucedidoa
efectivosdelaPolicíaNacionalqueadelantabanlaboresdecontrolyvigilanciaenel
sector,quienesloscapturaron,lograndorecuperarlosbienes^."

FrenteqlagrovedoddelaconductaelJuzoadoFallodorensentenciacondenatoriaseñblólo

siauiente:

"...Alvalorarelcomportamientocriminalnosencontramosconquenosolofuenocivoporel
patrimonioeconómicodelofendidosinotambiénparasuintegridadpersonal,todavezquesin
razónomotivoloapuñalaronvariasvecesensuhumanidadllegandoaponerenriesgosuvida
porcuantoelqueasíobralohacedecididoatodo,demostrandounaltogradodetemeridad,
peligrosidad,maldadyescrúpulos,noteniendolímitessucinismoporcuantonoleimportoenlo
mósmínimoperpetralaaccióncriminalenelinmuebledohdevivíalavíctima,siendoelhurtoun
flagelosocialqueconstantementeafectaalciudadanodelcomúnqueentodomomentoylugar
seveexpuestoalaccionardelhampaqueenlamayoríadevecessesaleconlasuya,nosiendo
elcasograciasaquelavíctimalospersiguióyefectivosdelaPolicíaNacionalloscapturo..."

Oeacuerdoaloanterior,estoclasedesituacionesreclamabanunaactitudenérgica
delaparotojudicial,alserbastantepeligrosasqueporfortunanollegarona
consecuenciasmásnefastos,todavezqueelcondenodomostrótotal
desentroñomíentodesucondiciónhumanayrespetoporlohumanidaddequienenese
momentofuevíctimadesucomportamientocontrorioaderechoysinningúnrespeto
alpatrimonioeconómico,deallíqueyendichasconductasproducenunmayorreproche
porqueporanadieesdesconocidoqueestetipodedelitossecometenadiorioenlos
collesdenuestrosociedadyesollídondelasocíedodseveazotadademanera
despiadadaporestaclasededelincuentesquenoseconduelendeningunaformapor
lasconsecuenciasquesuactuarproduceenlasvíctimas.

Asílascosas,laconductadelapenadosedebeconsiderarcomodeaquellosconductas
queazotanalaciudadaníaymantienenenzozobraatodosloshabitantesdelaciudad
ylógicamenteimpideneldesenvolvimientopacíficode(osrelacionessociales;porque
ningúnciudadanopuedeestartranquiloysegurocuandoloqueseobservaodiarioesla
inseguridadciudadanaalaquetodolacomunidadseveexpuestacomoíoevidencianlos
mediosdecomunicacióneneltranscurrirdelosdios,pueshastalavidahanperdido
algunosciudodtmosporhurtarlessuspertenencias,situacionesestasquenosllevana

Página3de11



" *

Número de Ubícocián: Nr.28359/R/»D.ll001600002320171073400/
Condenado: KAREN PAOIA BELEÑO SARCT/
Delito: HURTO CALIFICADO VAGRAVADO
Lugar de RecfuSíón:PftrsidN DOMICTLIARIAr CARBFRA 58 D Na. 130 A BüDBTn
JARDIN NORTg

Decisídn o Tomar: Niega libertad Condicional
(Ley IB26/I7)

considerar <jue es necesario para ella, continuar con el tratamiento penitenciario en
prisión domiciliaria, tanto para su proceso de readaptación individualmente
considerado, como pora los fines de prevención general y de protección a la
comunidad.

Qe qIIí que considera el Despacho que sí bien lo condenada no cuenta gnn
ontecedentes tudicíales de ninguna índole, la naturaleza y modalidades en que
tuvo ocurrencia el hecho punible, de Ion vislumbrar que el comportamiento
desorrollodo por la misma es considerado de cardcter orove. lo oue indica oue
siendo un delincuente primario es capaz de realízor dichas conductas sin ninguna
clase de escrúpulos, sólo es posible considerarlo como una persona que tiene la
capacídod suficiente para delinquir, sin interesarle las consccuenei'as que su
actuar acarree, situación que demuestra oue el sentenctqdo requiere continuar
privado de su libertad, pues su accionar se constituye en un peligro para la
comunidod.

Frentea este tópico cuando seríala que la libertad condicional no es un beneficio ol que
se accede de manera automática cuando se cumplen ciertos requisitos formales, sino
que el mismo depende de la valoración que haga el funcionario judicial encargado del
cumplimiento de lasanción: específicamente haserialodo que los ya denominados por la
doctrina y lo jurisprudencia, como aspectos subjetivos, cuyo satisfacción es requisito
indispensable paro el merecimiento de dicho subrogodo no son excluyentes entre sí,
sino acumulativos, es decir, la valoración del juez respecto de todos esos debe
confluir positivamente frente al procesado, pues no puede operar automáticamente lo
concesión de lagracia,pues no es menestersolamente hober descontado tiempo físico
con la dedicación a actividades autorizadas poro hacerse a redención de pena ó haya
procurado un buen comportamiento en el centro carcelario, porque lo que hoy que
considerar una doble labor de diagnóstico y pronóstico que la ley impone al Juez al
momento de analizar la posible liberación de un condenodo, de allí que se hace
necesario la concurrencia simultánea de todos y coda una de los exigencios. de las
cuales no puede descartorse o subestimarse las relacionadas con lo personalidad y los
antecedentes de todo orden del condenado, aspectos que sólo pueden ser valorados a
partir de la informaciónque reporta lo actuación mismo.

Así las cosas, el penado no se hace merecedor ol beneficio de la libertad condicional
teniendo en cuenta que esta Judicatura seguirá sosteniendo su criterio jurídico para
considerar queel análisis de la personalidad de quien solicita una libertad condicional
implica tener muy en cuenta la gravedad del delito por su aspecto objetivo y
subjetivo (voloración legal, modalidades, naturaleza del acto cometido, móviles y
forma de comisión, antecedentes de todo orden, el peligro que puede representar
para la Sociedad), que se hoce de acuerdo con los medios de comprobación
obrantes en el proceso; debe analizar la sentencio condenatoria, el comportamiento
en prisión, estos factores ciertamente, revelan aspectos esenciales de lo
personalidad, este juicio de valor debe ser favorable sobre lo reodaptoción social
del sentenciado poro que pueda concedérsele, pues el fin de la ejecución de lo
pena apunta tonto o uno reodecuación del comportamiento del individuo pora su
vidafutura en sociedad, como también a prot^er a la comunidad de nuevas conductas
delictivos (prevenciónespecial y general).
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Número de Ubicación: Nr.2B359/ RAC>,110016000023Z0171073400/
Condenoda: KAREN PAOLA BELEÑO 6ARaA
Delito: HURTO CALIFICADO Y ASRAVADO
Lugar de Reclusión: PRISI(5n DO/WICILIARIA; CARRERA 58 DNo. 130 A22. BAWaO CIUDAEj
JARDIN NORTE

Decisión a Tomar: Niega libertad Condicional
(Ley1826/17)

La valoración de los criterios subjetivos para establecer la procedencia de la libertad
condicional por parte del Juez de Ejecución de penas y A/ledidas deSeguridad, no
desconoce los fines de la sanción en la fase de la ejecución.

La conducta de la sentenciado KAREN P/OLA BELEÑO SARCIA resulta grave pues
se analiza y se pondera no la responsabilidad del condenodo lo cual ya tuvo ocurrencia
dentro de la sentencia condenatoria, en el entendido que el Juez de Ejecución de
Penas y Medidas de Seguridad no puede apartarse del contenido de la sentencia
condenotoria al momento de evoluar la procedencia del subrogado penal. Esta sujeción
al contenido y juicio de la sentencia de condena garontizo que los parámetros
dentro de los cuales se adopta la providencia del Juez de Ejecución de Penas y
Medidas de Seguridad sea restringido, eS decir, no puedo verse Sobre la
responsabilidad penal del condenado, lo que debe operar es que el funcionario deberá
tener en cuenta lo gravedad del comportamiento punible calificado y valorado
previamente en la sentencia condenatorio por el Juez de Conocimiento, como
criterio pora conceder o no la libertad condicional.
Al respecto dijo loCorte:

Ta/ como yase explicó, en este punto ta Corte entiende queel Juez de Qecución
de Penas y Medidas de Seguridad no cumple un mero papei de verificador
matemático de las condiciones necesarias para conceder el beneficio de la
libertad condicional. Tal vez ello ocurra con los requisitos objetivos para conceder
tal beneficio -el cumplimiento de las dos terceras partes de la condena y el pago
de la multa, más la reparación a la víctima- pero, en tratándose de los requisitos
subjetivos (confesiones: aceptación de los cargos; reparación del darío:
contribución con la justicia: dedicación a la enseñanza, trabajo o estudio: trabas a
la investigación; indolencia ante el perjuicio: intentos de fuga: ocio it]justificado;
comisión de otros delitos, etcfi^), dicha potestad es claramente valorativa. Ello
significa que es el juicio del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
el que determina, en últimas, si el condenado tiene derecho a la libertad
condiciono/." Sentencia C-194 de 2005.

La Corte concluye que el proceso penal tiene por objeto determinar la responsabilidad
penal del sindicado por la conducta que le está siendo imputada en el proceso, e
imponerle una pena de conformidad con una serie de circunstancias predicables de la
conducta punible. Entre tonto, al iuez de e|ceueíón de penas le corresponde
determinar si la ejecución de dicha pena es necesoria o no. una vez que la

conducta ha sido valorada y la péna ha sido impuesta. Ello implica oue no sólo se
trato de causas diferentes, sino que el elercicfo de la competencia del iuez penal

limito los alcances de la competencia del iuez de ejecución de penas. En primer
lugar, porque el juez de ejecución de penas no puede valorar de manera
diferente lo conducto punible, ni puede tampoco salirse del quantum punitivo
determinado por el juez penal, fsubravos del Despachoj-

"En primer lugar, debe advertirse que el Juez de Ejecución de Penas y
Medidas de Seguridad no puede apartarse det contenido de la sentencia
condenatoria ai momento de evaluar la procedencia del subrogado penal.
Esta sujeción al contenido y juicio de la sentencia de condena garantiza
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Número deUbicación: Nr,2B359/ R/\D.1100l600002320171073^/
Condenado: K>)REN PAOLA BELEÑO SARCIA
Delito: HURTO CALIFICADO YASRAVADO
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JARDIN NORTC

Decisión a Tomar: Niega libcrtod Condicional
(Ley 1826/17)

que ¡os parámetros dentro de tos cuales se adopta /a providencia del Juez
de Ejecución dePenas y Medidas deseguridad sea restringido, es decir, no
pueda versar sobre laresponsabilidad penal delcondenado.

"En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad
condicional podrá concederse previa valoración de la gravedad de la
conducta, no significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medida de
Seguridad quede autorizado para valorar ¡a gravedad de la conducta. Lo
que la norma indica es que dicho funcionario deberá tener en cuenta la
gravedad del comportamiento punible, calificado y valorado previamente en
la sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, como criterio para
conceder el subrogadopenal.

"Adicionalmente. el juicioque adelantael Juez de Ejecución de Penas tiene
una finalidad específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar ^
con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario
del condenado. En este contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se
hace desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado -
resuelta ya en la instancia correspondiente, ante el juez de conocimiento-
sino desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo
sentido, el estudio versa sobre hechos distintos a los que fueron objeto de
reproche en la sentencia condenatoria, cuales son los ocurridos con
posterioridad a la misma, vinculados con el comportamiento del
sentenciado en reclusión.

°Por ello, la pretendida triple coincidencia de elementos, que configurarían
•una agresión al principio del non bis in ídem, se rompe como consecuencia
de la ausencia de los das últimos, pues la segunda valoración no se hace can
fundamento en el mismo juicio ni sobre la base de los mismos hechos." ^

' Sentencia C-194 de 2005 (resaltado fuera de texto original)

Lo Corte reitera que una norma que exige que los Jueces de ejecución de penas
valoren la conducta punible como requisito para otorgar la libertad condicional no
vulnero el principio de non bis in ídem consagrado en el artículo 29 de la Constitución.

Sea el momento de hacer referencia a reciente pronunciamiento de la Corte Suprema
de Justicia Sala de Casación del 28 de mayo de 2014, AAP. Dr. Gustavo Enrique Malo
Fernández. Rad.43524, que en sus apartes pertinentes afirmó sobre la gravedad de la
conducta y la personalidad del infractor.

"(...)

En lo particular, aiinenfe a la ffi-avedaiJ Jel lielila, .ku incidencia en ei tliagnó.síico tic
personalicJtíil tiel sujeto activoy .ws efectosrespecto lie institutos tales como la .suspemióit
condicional de la ejecuciónde la pena i' prisión domiciliaria, ha .lostenido¡a Corte:

«Sin enihamo, la gravedad de lu contlitcla Indica atte ta ejecución de ¡a pena es

necesaria. En efecto, ei desvalor de ¿teto y .v» lesividad no .vufiieren una simple
inobservancia de los valores tpte los sen-idores públicos están en el deber de acatar al
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Número de Ubicactón: NI.28359/ RAD.11001600002320171073400/

Condenada: WREN PAOlA BELEÑO SARCIA
Delito: HURTO CALIFICADO V ASRAVA50

Lugar de Reclusión: PRISIÓN DOMICILIARIA; CARRERA 58 E> No. i30 A 22. BARRIO aUDAP
JARDIN NORTE

Decisión a Tomar: Niega libertad Condicional
(Ley 1826/17)

desempeñar ¡a/unción pública. Al contrarío, lo que xedestaca es le ruptura con esosfines.
Jirigiehs. en este caso, a realizar nuiterialmenle el concepto de viviendadigna ^articulo51
de la Carta PoliticaJ. como expresión de una política que se inscribe en el propósito no
menos importantede generar condicionespara que la igualdad sea real y efectiva (articulo
13 ihidem).

(...)

Ahora, ¡o dicho no .ve canstiluve en un análisis de la coiiiliicfa desde ia perspectiva ética,
como no puede ser, sino ane muestra su desvalor r sa capacidad para interferir

nocivamente e! bien iuritttco. entendido como iiu proceso de ¡nteruccíón social v material
que oreexiste a la norma v ane esta valora, recose v oroteee. En e.<ie marco, es indiscutible
que con la apropiación de bienes del Estado se impidió la materialización de la inversión
social, que es tan importante que de acuerdo can el articulo 350 de la carta Política, tiene
prioridad sobre cualquier otra.

La gravedad de la conducta es superlativa, traduce un mavor erado de iniusío r hace
necesaria la eíecachin de la nena como respuesta proporcional a la atireslón. de modo
que ¡a suspensión condicional de la pena es inviahle.

También noraae tos antecedentes sociales del sindicado lo impiden. En efecto, se suele
pensar que solo a la llamada delincuencia común se le puede censurar sus antecedentes
sociales para impedirles la concesión de beneficios punitivos, mas no a quienes ocupan ima
posición distinguida ensociedad, ¡isa visión, por supuesto, corresponde a unclaroproce,so
de "selecciÓHi positiva "de loseventuales infractores dela levpenalí

t

Es claro, entonces, uue la aravedad del delito, de cara a determinar el posible aeliero
para la comunidad t' la personalidad del agente, no solo puede, sino aue debe abordarse
al momento de analizar el presupuesto saUetivo que para la concesión de la pri.uón
domiciliaria consagrael numeral .wgundo delarticulo SU del Código Penal.

Así mismo, también en reciente pronunciamiento emitido el 15 de octübrede 2014, por
H. la Corte Constitucional de la República de Colombia en Sentencio» C-757/14. MP.
GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO. Frente q la Gravedad de la Conducta al momento
de decidir laLibertadcondicional en algunos de sus apartes señala:

I

,Jr. Los fuRcfones de Resocialízación y Prevención Espedui de lo Pena y la
Valoración de la Conducta Punible por parte del Juez de ^ecucíón de Penas

26. Desde sus inicios la Corte Constitucianal ha reconocido lo importancío constitucional que
tienen la resociali2ací¿n de las personas condenadas y la finalidad preventiva especial de la
pena. Al fundamentar la exequibílidad de un trotado internacional para la repotripcián de
personas privadas de la libertad, faCorte sostuvo:

"Finalmente, se considera como propio del Estado social de derecha que la
ejecución de ta sanciót]penal esté orientada por finalidades de prevención especial
positiva, esto es, en esta fase se debe buscar ante todo ta resociafización del •
condenado, obviamente dentro del respeto de su autonomía y dignidadpuesto que.
como se verá más adelante, es necesario armonizar estos valores." Sentencia C-
261 de 1996 (M.P. Alejandro MartínezCaballero)
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Número de Ubicactdn: NX.28359/ R/*b.lI001600002320171073400/
Condenada: MR8N PAOLA BELEÑO SARCIA
Delito: HURTO CALIFICADO y AGRAVADO
Lugar de Reclusión: PRISIÓN bOMICTLlARIA; CARRgRA 58 DNJo. 130 A22 BARRIO CIUDAD
JARDIN NORTE

Decisión oTomar: Niega libertad Condicional
(Ley 1826/17)
Más adelante la misma sentencia profundiza sobre las inevitables tensiones que existen entre
los fines de prevención general y prevención especial, reconoce el fundamento constitucional
de la función resocializadora de la pena y su relación con los principios fundamentales de la
Carta, y acude al Pacto de Derechos Civiles y Políticos, también citado por eldemandante en
este coso. La misma sentencia continúa diciendo;

'Sinembargo, a pesar d& esas inevitables tensiones ydiscusiones, h cierto es que
durante laejecución de las penas debepredominar la búsqueda de resocialización
del delincuente, ya que esto es una consecuencia natural de la definición de
Colonibia como un Estadio social de derecho fundado enladignidad humana (CP art.
1°), puesto que elobjeto del derecho penal en un Estado deeste tipo no es excluir
al delincuente del pacto socialsino buscar su reinserción en el mismo. Par ello, es
lógico que los instrumentos internacionales de derechos humanos establezcan esa
función resocializadora del tratamiento penitenciario. Así, de manera expresa, el
artículo 10 numeral 3" del Pacto de üerechos Civiles y Políticos de fas Naciones jr~.
Unidas, aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra que 'el régimen
penitenciarlo consistirá en un tratamiento cuvo finalidad esencial será ta reforma
Vfg readaptación social de (os penados (subrayasno originales)" Sentencia C-261
de 1996 (AA.P. Alejandro MartínezCaballero)

27. Posteriormente, en lasentencia aprobatoria del Segundo Protocolo Focultativo paraAbolir la
Pena de Muerte, adicionol al Pacto de Derechos Civiles y Políticos, la Corte no sólo fundamenta
nuevamente elfin resocializador de la pena en la cláusula del Estodo Social de Derecho, sino <]ue
reconoce el valor especial que tienen los fines de resocializoción y prevención especial, y el
carácter secundario que tiene el fin retributivo de la pena. En tal oportunidad dijo;

'Finalmente se ha recurrido a consideraciones de prevención especiaf negativa
para defender la pena capital, con el argumento de que existen delincuentes
irrecuperables que debenser eliminados de lasociedad para evitar futuros males
a otros ciudadanos. Sinembargo ese razonamiento es lógicamente discutible, pues
no sólo presupone que es posible determinar al momento de imponer la sanción
quienes van a reincidir y quienes no, lo cual se ha revelado falso, sinoque además
desconoce que existen medidas alternativas de rehabilitación. Además, y más
grave aún, se olvida que el delincuente también tiene derecho a la vida, porlo cual,
en an Estado social de derecho fundado en la dignidad humana (CP art. 1"), la
ejecución de las penas debe tener una función de prevención especial positiva,
esto es, en esta fase se debe buscar ante todo la resocialización del condenado,
obviamente dentro del respeto de su autonomía y dignidad. El objeto del derecho
penal en un Estado de este tipo no es excluir al delincuente delpacto social sino
buscar su reinserción en el mismo. Per ello, es lógico que los Instrumentos
internacionales de derechos humanos establezcan esa función resocializadora del
tratamiento penitenciaria. Así, de manera expresa, el artículo 10 numeral 3" del
Pacto de berechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, aprobado por
Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra que 'el régimen penitenciario consistirá
en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaotación social

de los penados' (subrayas no originales). En ese orden de ideas sólo son
compatibles con los derechos humanos penas que tiendan a la resocialización del
condenado, esto es a su incorporación a la sociedad como un sujeto que la
engrandece, con ¡o cual además se contribuye a la prevención general y la
seguridad de lacoexistencia, todo lo cual excluye laposibilidad de imponer lapena
capital." Sentencia C-144 de 1997(M.P. Alejandro AAartínez Caballero)

O
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Número de Ubicocián: NI.Z8359/tWD.U001600002320l71073400/

Condenada; KAREN PAOLA BELEÑO SARCIA
Delito: HURTO CALIFICADO V AGRAVADO

Lugar deReclusiín: PRISláN ao/ATCTl TAPTü; CARRERA 58 Na. 130 A22. BARRIO OUPAÚ
JARbIN NORT^
Decisión a Tomar: Niego libertod Condicional
(Ley 1826/17)
28. Poro el demandante se desconoce el deber que tiene el Estado de garantizar la
preeminencia de la finalidod resocializadora de la pena al permitir que los jueces de ejecuciiíri
de peños voloren la conducta punible cometida por el condenado para efectos de determinorsi
es necesaria la ejecución de la pena. Sin embargo, la Corte también ha dicho que el
reconocimiento del arraigo constitucional de la finalidad resociolizadora de. la pena no es
contrarioa la valoración de la conducta punible por parte del juez de ejecución de penas. En la
Sentencia C-194 de 2005 antes citada, la Corte citó extensamente su propia jurisprudencia
así como la de loCorte Suprema de Justicia que reconocen no sólo la importanciade tener en
cuenta la gravedad de la conducta punible, sino la personalidad y los antecedentes de todo
orden para efectos de evaluar el proceso de readaptación social del condenado. Una de bs
sentencias citadas por la Corte en aquella ocasión reconoce explícitamente la importancío que
reviste la valoración de la gravedad de la conducta punible, y sus demás dimensiones,
circunstancias y elementos, así como lo valoración de lo personalidad del sindicado y sus
antecedentes, poro evoluar su proceso de resocialización. Oice la Sentencia T-528 de 2000.
citado en la C-194 de 2005:

-t

'En concepto de esta Sah, el análisis de la personalidad de quien solicita una
libertad condicional implica tener muy en cuenta y. de consiguiente, valorar ¡a
naturaleza del delito cometido y su gravedad, ya que estas factores,
e/ertamente, revelan aspectos esenciales de la 'personalidad' del rea y por
ende, hacen parte de los 'antecedentes de todo orden', que el Juez de Penas
y medidas de Seguridad debe valorar positivamente, al efectuar su Juicio
acerca de si existen razones fundadas que permitan eonclufr que se ha
verificado su 'readaptaeíón social',"

'Ciertamente, este /la sido el alcance dado en jurisprudencia decantada y
uniforme tanto de la Sala Plena de la Corte Constitucional, como de la Sala Penal
de la H. Corte Supremade Justicia, al factor subjetivo que prevé el artículo 72
del Código Penal, conforme a la cua¡es indispensable la eansíderaeión tonto' de
ta modalidad del delito cometido como de su gravedad, en el Juicio de valor,
que debe ser favorable sobre la readaptaeíón social del sentenciado, para que
pueda concedérsele la libertad condicional.

(-)

'Por lo demás tampoco considera la Sala de Revisión que los Juzgados 1" y 2° de
Penas y Medidas de Seguridad hayan incurrido en violación de ta garantía del
debido proceso, pues, advierte que el estudio sobre la personalidad de los
peticionarios y de sus onteceJentes de todo orden, aspecto que, como ya
quedó expuesto, constitucionalmente si conlleva el de la modalidad del delito,
su gravedad y forma de comisión, se hizo de acuerdo con los medios de
comprobación obrantes en el proceso, valorados en su oportunidad en los fallos
de instancia." Sentencio T-528 de 2000 (M.P. Fabio Morón Díaz) (resoltado fuera
de texto original]

29. Por su porte, la Corte cito uno sentencia de la Corte Suprema de Justicio en laquese hace
una alusión explícita de la necesidad detener encuenta lagrovedad del delito poro establecer el
pronóstico de readaptaeíóndel condenado o lo sociedad. Dice laCorte Suprema:

'Asi pues, la gravedad del delito, por su aspecU) objetivo y subjetivo
(valoración legal, modalidades y móviles), es un ingrediente importante en el
Juicio de valor que constituye el pronóstico de readaptación social, pues el fin
delaejecución de¡apena apunta tanto a una readecuación del comportamiento del
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Número de Ufaicocidn: Nr.28359/ RAD.11001600002320171073400/
Condenoda: KAREN PAOU BELEÑO GAfiCIA
Delito: HURTOC/»LIFIC/íDOy/*SR/»V-ADO
LugOP de Recfusián; PRISIÓN DOMiaUMRIAi MRRERA 5B b No. 130A 22. B/RftIO eiUh;>rt
J>tRDIN NORTE " ^
Decisídn a Tornor: Niega libertad Condicional
(Uy 1826/17)

individuo para su vida futura en sociedad, como también a proteger a la comunidad
de nuevas conducbts delictivas (prevención especial ygeneral)." Corte Suprema de
Justicia, Sentencia del 27deenero de1999 (A^P. jorge /iníbal Sómez gallego)

30, En virtud de lo anterior, la Corte tampoco encuentra que la valoración de la conducta
punible como requisito para otorgar la libertad condicional por parte de los jueces de ejecución
de penas desconozca el deber del Estado de atender a las funciones de resocialización y
prevención especial de la pena contenidos en el numeral 3' del artículo 10' del Pacto
Internacional de OerechosCiviles y Políticos, y el numeral 6'del articulo 5® de la Convención
Americana de Derechos Humanos. Por lo tanto, tampoco desde este punto de vista está llamado
a prosperar el cargo de inconstitucionalidad.

Para este Ente Ejecutor es claro que la aplicación por principio de favorobilidcd de la
Ley 1709 de 2014 en su arl 30 el cual señala los requisitos para el otorgamiento de la ^
libertad condicional, no puede convertirse en una feria de libertades con el ^
desconocimiento de otras circunstoncias diferentes al hocínamiento de los
establecimientos carcelarios, cuando lo que debe prevalecer es también el interés
general de la sociedad.

De otra parte, para esta Judicatura es claro que NÓ se está entrando a realizar una
doble valoración frente a los hechos que dieron soporte a una sentencio condenatoria
en contra de KAREN PAOLA BELEÑO GARCIA, pues resulto viable jurídicamente
entrar a analizar la gravedad de la conductadel sentenciado en el sentido de resaltar
que el derecho penal está llamado a desempeñar una labor profiláctica en abstracto,
pues dados los presupuestos de garantía de los derechos del procesado, tombién
se encuentra orientado hacia una función especial, pero se ha de advertirque no es
aceptable que se tome sólo en el sentido negativo sino que se debe propender haein
la concreción de los fines propios de la pena (protectora v preventiva), v su
objetivo fundomental que es la resocíalizaeíón del penado, siendo el fin primordial ^
del tratamiento penitenciario el de "preparar al condenado, mediante
resocializoclón. para la vida en libertad" máxime cuando se trato de conductas tan
graves como las cometidas por la penado en mención, ello con el fin de que en un
futuro se puedan evitardaños mayores al conglomerado.

Así mismo, es evidente que incluyendo las características del delito y las
circunstancias que rodearon su ejecución como expresión que son de la personalidad
del condenado no es posible dejar pasar por alto la gravedad de la conducta, pues se
hace necesario que se cumpla en. el fin primordial de la pena cual es el de lo
"Resocializadón", pues desde el punto de vista de los derechos fundamentales es
incuestionable que toda restricción de la libertad implica un menoscabo indeseable de
derecho de uno persona pero un juicio de ponderación adecuado puede llevar a la
conclusión de que en casos excepcionales como lo exigen los tratados internacionales
sobre derechos humanos pueden sacrificarse de manera razonada, tales derechos
cuando tal Sacrificio seo indispensable para la garantía de ciertos fines como los
artículos 1y 2 de la Constitución Nacional uno de los principios fundantes del Estado
Social dederecho es la prevalencia del interés general que esel de la comunidad.
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Número de Ubicación: Nr.28359/ RAD.1100160000232017107'3400/
Condenada: KAREN PAOLA BELEÑO SARCTA
Delito: HURTOCALIFICADOy AGRAVADO
Lugar deReclusián; PRISIÓN DOMIdllARIA; CARRERA 58 D No. 130 A 22. BAPPTO CTlJhAft
JARMN NORTE

Decisión o Tomor: Niega libertadCondicional
(Ley 1826/17)

De conformidad con lo anteriormente expuesto se negará el beneficio de la libertad
condicional a la penada KAREN PAOLA BELEÑO (SARCIA, teniendo en cuenta que
frente a la valoración de la conducta para el Despacho resulta suficientemente claro
que necesita continuar con tratamiento penitenciario intramural.

Por lo demás, debe señalarse que contra el presente pronunciamiento proceden los
recursos de Reposición y Apelación.

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y AAedidas de
Seguridad de Bogotá, D. C.,

RESUELVE:

PRIMERO; NEGAR la Libertad condicional a la condenada KAREN PAOLA BELEÑO
GARCIA por no reunirse los requisitos de ley para ello, conforme a lo e^qiuesto en la
considerativa.

SEGUNDO: Contra el presente auto proceden los recursos de Reposición yapelación.

A FERNANDA HERNANDEZ AVI
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Bogotá, Colombia 12 de abril de 2022 

 

 

 

Juez 

JUZGADO NOVENO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. 

Bogotá, Colombia 

 

 

Ref.: Recurso de reposición en subsidió de apelación contra negación de 

libertad condicional. 

 

 

Karen Paola Beleño García, mayor de edad, identificada con cédula de 

ciudadanía N° 53.052,524, expedida en Bogotá, Colombia, domiciliada en 

la calle 130b N° 59c11, Barrio ciudad jardín norte, Bogotá, Colombia, dentro 

de las diligencias de la referencia, en la oportunidad legal pertinente, 

presentó RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE APELACIÓN contra 

negación de libertad condicional que fue proferido en el año en curso, con 

fundamento en los siguientes: 

 

 

HECHOS 

 

 El 22 de septiembre de 2017 fui capturada por la policía nacional que 

adelantaban labores de control y vigilancia. 

 Mediante sentencia del 31 de julio de 2018 proferida por el Juzgado 

Segundo Penal Municipal con Funciones de conocimiento de Bogotá, 

Colombia, fui condenada por el delito de Hurto Calificado y 

Agravado, a la pena principal de 5 años de prisión a la accesoria de 

interdicción de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de 

la pena. 

 El 2 de marzo de 2021, fue concedido el beneficio de prisión 

domiciliaria.  

 Previo a la solicitud de libertad condicional, establecida en el artículo 

64 del código penal, el día jueves 7 de abril de 2022, me fue notificada 

la sentencia de negación de libertad condicional. 

 

PETICIÓN 

 

 Solicito se realice nuevamente la revisión de la conducta y se lleve a 

cabo el reconocimiento de libertad condicional. 

 Durante estos años no se han abierto expedientes disciplinarios en mi 

contra, he cumplido las tres quintas 3/5 partes de la pena y demostré 

mi arraigo familiar, es decir cumplo con los requsiitos estipulados en el 

articulo 64 del código penal. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Código Penal Artículo 64. Libertad condicional 

El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad 

condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad 

cuando haya cumplido con los siguientes requisitos:  

 



 3 

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.  

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que 

no existe necesidad de continuar con la pena.  

3. Que demuestre arraigo familiar y social.  

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional 

establecer, con todos los elementos de prueba allegados a la actuación, la 

existencia o inexistencia del arraigo.  

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o 

al aseguramiento del pago de indennización  mediante garantía personal, 

real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del 

condenado.  

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo 

de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo 

hasta otro tanto igual, de considerarlo necesario.  

Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará cuando se haya impuesto 

la pena de prisión perpetua revisable.  

 

Sentencia T-019/17 

SUBROGADOS PENALES- Significado 

De conformidad con el precedente de la Corporación los subrogados 

penales son medidas sustitutivas de las penas de prisión y arresto, siempre y 

cuando se cumplan los requisitos establecidos por el legislador. De acuerdo 

con la legislación, los subrogados penales son: 1) la suspensión condicional 

de la ejecución de la pena, 2) la libertad condicional, 3) reclusión 

hospitalaria o domiciliaria, y prisión domiciliaria. 

LIBERTAD CONDICIONAL-Doble significado 

En lo que tiene que ver con el subrogado de libertad condicional, éste tiene 

un doble significado, tanto moral como social; lo primero, porque estimula 

al condenado que ha dado muestra de su readaptación, y lo segundo, 

porque motiva a los demás convictos a seguir el mismo ejemplo, con lo cual, 

se logra la finalidad rehabilitadora de la pena. 

LIBERTAD CONDICIONAL-Buena conducta o cooperación voluntaria para 

proceso de resocialización.  

LIBERTAD CONDICIONAL-Marco normativo 

LIBERTAD CONDICIONAL-Requisitos 

MECANISMOS SUSTITUTIVOS DE LA PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD-Libertad 

condicional, previa valoración de la conducta 

VALORACION DE LA CONDUCTA PUNIBLE AL MOMENTO DE DECIDIR SOBRE 

LA LIBERTAD CONDICIONAL POR PARTE DEL JUEZ DE EJECUCION DE PENAS-

Debe tener en cuenta las mismas circunstancias y consideraciones que 

hubiere tenido el juez de conocimiento, independientemente de su efecto 

favorable o desfavorable a la libertad del condenado 

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD PENAL-Aplicación 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. El principio de 

favorabilidad no distingue entre normas sustantivas o procesales, debe 

aplicarse conforme las circunstancias de cada caso concreto, las cuales 

deben ser zanjadas por las autoridades judiciales competentes. Para su 

aplicación se exige que exista una sucesión de normas en el tiempo o 

tránsito legislativo, la regulación de un mismo supuesto de hecho que 

conlleve consecuencias jurídicas distintas y la permisibilidad de una 

disposición frente a la otra. Por último, en lo relacionado con la entrada a 

regir de la Ley 906 de 2004 en el territorio nacional, esta puede ser aplicada 

en virtud del principio de favorabilidad, a pesar de su implementación 
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progresiva, siempre que concurran los presupuestos materiales que la 

jurisprudencia ha señalado para ello. 

ULTRACTIVIDAD DE LA LEY PENAL-Concepto/RETROACTIVIDAD DE LA LEY 

PENAL-Concepto/PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD PENAL-Aplicación en 

normas sustantivas y procesales 

En el caso de sucesión de leyes en el tiempo, si la nueva ley es desfavorable 

en relación con la derogada, ésta será la que se siga aplicando a todos los 

hechos delictivos que se cometieron durante su vigencia, que es lo que la 

doctrina denomina ultractividad de la ley. La retroactividad, por el contrario, 

significa que cuando la nueva ley contiene previsiones más favorables que 

las contempladas en la ley que deroga, la nueva ley se aplicará a los hechos 

delictivos ocurridos con anterioridad a su vigencia. Sobre este punto debe 

la Corte señalar que tratándose de la aplicación del principio de 

favorabilidad en materia penal, no cabe hacer distinción entre normas 

sustantivas y normas procesales, pues el texto constitucional no establece 

diferencia alguna que permita un trato diferente para las normas 

procesales. 

ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES-Reiteración de 

jurisprudencia sobre procedencia excepcional  

Respecto de la procedencia de la acción de tutela contra decisiones 

judiciales, la actual jurisprudencia de la Corte Constitucional considera que: 

(i) la acción de tutela es un instrumento excepcional para desvirtuar la 

validez de decisiones judiciales cuando éstas son contrarias a la 

Constitución; (ii) el carácter excepcional de la acción en este marco busca 

lograr un equilibrio entre el principio constitucional de autonomía e 

independencia judicial, y la eficacia y prevalencia de los derechos 

fundamentales; y (iii) a fin de alcanzar el equilibrio referido, corresponde al 

juez de tutela verificar si la acción satisface los requisitos generales de 

procedibilidad previstos por esta Corporación, así como determinar si de los 

supuestos fácticos y jurídicos del caso se puede concluir que la decisión 

judicial vulneró o amenazó un derecho fundamental, al punto que satisface 

uno o varios requisitos específicos de prosperidad.” 

ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES-Requisitos generales 

y especiales de procedibilidad 

ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES-Procedencia por 

defecto sustantivo, al no aplicar principio de favorabilidad penal en caso de 

solicitud de libertad condicional 

Referencia: 

Expediente T-5.726.925 

Demandante: 

Daniel Antonio Guerrero Lizarazo 

Demandados: 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. Sala Penal y el Juzgado 

Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá. 

 

 Magistrado Ponente: 

 

GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 

  

Bogotá, D.C., veinte (20) de enero de dos mil diecisiete (2017). 

 

La Sala Cuarta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 

Magistrados Gloria Stella Ortiz Delgado, Jorge Iván Palacio Palacio, y Gabriel 

Eduardo Mendoza Martelo, quien la preside, en ejercicio de sus 

competencias constitucionales y legales, ha pronunciado la siguiente: 
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SENTENCIA 

 

En la revisión del fallo dictado el 27 de julio de 2016, por la Sala de Casación 

Civil de la Corte Suprema de Justicia, mediante el cual se confirmó la 

sentencia proferida, el 30 de junio de 2016, por la Sala de Casación Penal 

de la Corte Suprema de Justicia, dentro de la acción de amparo 

constitucional instaurada por Daniel Antonio Guerrero Lizarazo contra el 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala Penal, y el Juzgado Doce de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C.. La presente acción de tutela 

fue escogida para revisión por la Sala de Selección Número Nueve, 

mediante auto del 19 de septiembre de dos mil dieciséis (2016), y repartida 

a la Sala Cuarta de esta Corporación para su decisión. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Solicitud 

 

Daniel Antonio Guerrero Lizarazo, presentó acción de tutela contra la Sala 

Penal del Tribunal Superior de Bogotá y el Juzgado Doce de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad, con el fin de obtener la protección de los 

derechos fundamentales a la libertad, debido proceso y favorabilidad. 

2. Reseña fáctica 

2.1. El Juzgado Penal del Circuito Especializado de Descongestión de 

Villavicencio, Meta, condenó el 31 de octubre de 2005 al accionante a la 

pena principal de 30 años de prisión, como autor responsable de los delitos 

de secuestro extorsivo agravado, porte ilegal de armas, hurto calificado y 

agravado, falsedad personal y concierto para delinquir. 

2.2. La decisión fue confirmada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial 

Villavicencio, el 21 de noviembre de 2007.   

2.3. La vigilancia de la sanción le correspondió al Juzgado Cuarto de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión de esta 

ciudad, que en pronunciamiento del 22 de noviembre de 2010 acumuló la 

pena con la impuesta por el Juzgado 53 Penal del Circuito, por los delitos de 

hurto calificado y agravado, y porte ilegal de armas, lo que arrojó un total 

de 32 años de prisión. 

2.4 El actor solicitó la libertad condicional, la cual fue negada mediante 

Auto del 6 de noviembre de 2015, proferida por el Juzgado Doce de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, a quien se le asignó el 

conocimiento. El argumento del juez es que este beneficio se encontraba 

prohibido concederlo para el delito de secuestro extorsivo agravado a la luz 

del artículo 11 de la Ley 733 de 2002. La decisión fue confirmada mediante 

sentencia del 31 de mayo del presente año, por parte de la Sala Penal del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá. 

2.5. A juicio del actor, las decisiones proferidas por la Sala Penal del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, y el Juzgado Doce de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, vulneraron los derechos 

fundamentales a la libertad, debido proceso, favorabilidad, pues, en su 

criterio, tiene derecho a la libertad condicional, acorde con lo previsto en el 

artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que derogó el artículo 1º de la Ley 733 de 

2002, y la Ley 906 de 2004, pues otras personas fueron favorecidas con el 

subrogado penal. 

2.6 Adicional a lo anterior, considera el señor Guerrero Lizarazo que se 

configura un defecto sustantivo por parte del Juzgado Doce de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad y por la Sala Penal del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, lo anterior, puesto que solicitó el “subrogados 
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de libertad condicional,” teniendo en cuenta que las mujeres que fueron 

cooprocesadas por los mismos hechos por los que se le condenó, 

actualmente, gozan de dicho beneficio. Es así como considera que la 

aplicación de las normas que sirvieron de fundamento normativo para 

decidir su petición desconocen los principios de “favorabilidad ultractiva”, 

e igualdad. 

3.  Pretensiones de la demanda 

Solicita el actor se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso 

e igualdad, pues considera que se configura un defecto sustantivo y, en 

consecuencia, se ordene a las autoridades judiciales accionadas 

concedan el “beneficio del subrogrado de libertad condicional”. 

4. Pruebas relevantes que obran en el expediente 

Con el escrito contentivo de la tutela se aportaron las siguientes pruebas: 

-Reporte del proceso radicado 50001-31-07-003-2004-0069-00 (folios 22 a 26). 

-Consulta de Procesos del rad. 50001-31-07-004-2004-000-9904, sindicado 

Daniel Antonio Guerrero Lizarazo (Folio26-27). 

-Copia del Auto de 6 de noviembre de 2015, proferido por el Juzgado Doce 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, en el que se 

negó el beneficio de la libertad del condenado Daniel Antonio Guerrero 

Lizarazo.  (Folio 34 vuelta a 36). 

-Copia del Auto del 14 de diciembre de 2015, proferido por el Juzgado Doce 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, mediante el 

cual se resolvió el recurso de reposición presentado contra el auto de 6 de 

noviembre de 2015 (Folio 38 a 40). 

-Copia del Auto del 31 de mayo de 2016, proferido por la Sala Penal del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal, mediante el cual 

se confirmó el auto apelado del Juzgado Doce de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad que negó la libertad de Daniel Antonio Guerrero 

Lizarazo (folio 42 a 45). 

5. Respuesta de los entes accionados 

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal, manifestó que 

el accionante fue condenado por el delito de secuestro extorsivo de un 

menor de edad, cometido en la ciudad de Villavicencio Meta, de 

conformidad con el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, vigente en ese distrito 

judicial para esa época, norma que prohíbe conceder dicho beneficio en 

consideración al delito por el cual se le condena. 

El Juez Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, 

D.C., en su respuesta afirma que el 6 de noviembre de 2015, se le negó al 

accionante el subrogado de libertad condicional, y que mediante 

providencia del 14 de diciembre de 2015, también se negó el recurso de 

reposición interpuesto contra el mencionado auto y se remitieron las 

diligencias para resolver el recurso de apelación interpuesto, sin que a la 

fecha se tenga conocimiento formal de la decisión adoptada. 

6.      DECISIONES DE INSTANCIA 

6.1. Sentencia de Primera Instancia 

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, mediante sentencia 

del 30 de junio de 2016, negó el amparo solicitado, por cuanto a su juicio, 

las providencias censuradas se sustentaron en motivos razonables, lo que 

elimina cualquier tinte de arbitrariedad que les haga perder legitimidad en 

relación con las decisiones judiciales proferidas. Manifestó que el 

pronunciamiento del Tribunal accionado de no acceder a la pretensión de 

libertad del interno tuvo fundamento en la normativa aplicable, es decir, se 

encontró que la decisión no había fundado en conceptos irrazonables, 

caprichosos o arbitrarios que tengan la trascendencia de configurar algún 

defecto que haga procedente la acción de amparo. 
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6.2 Impugnación del accionante  

El accionante, inconforme con la decisión, impugnó el fallo, pues consideró 

que el Juez Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad debió 

aplicar el principio de favorabilidad, al igual que lo hizo el Juez Once de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.[1] Alega que su situación 

debió resolverse de conformidad con lo dispuesto en la Ley 890 de 2004, que 

derogó, de forma tácita, el artículo 11 de la Ley 733 de 2002. Así mismo, pone 

de presente la existencia de un defecto fáctico, en consideración a que 

solicitó las pruebas documentales en las que certifica que su pena fue 

rebajada en un 10% y los reportes de la Rama Judicial en los cuales las 

cooprocesadas, por los hechos por los cuales fue condenado, actualmente, 

gozan de la libertad. 

6.3 Sentencia de Segunda Instancia 

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia[2] confirmó la 

providencia proferida por la Sala de Casación Penal. Al efecto, consideró 

que no se vislumbra desviación alguna que implique el desconocimiento de 

los derechos fundamentales del accionante, pues la exclusión del 

subrogado fue derogado por las leyes 890 y 960 de 2004, en aquellos Distritos 

Judiciales donde no había empezado a aplicarse la Ley 1121 de 2016, esta 

normativa empezó a regir el 1º de enero de 2007 para ese distrito, en 

consecuencia, en este lugar (Distrito Judicial de Villavicencio), siempre 

estuvo prohibido otorgar la libertad condicional objeto de estudio. Por 

consiguiente, no puede tildarse de antojadiza o caprichosa la decisión 

judicial. 

De otra parte, no se evidencia vulneración del derecho a la igualdad, pues 

no se acreditó que frente a personas en idéntica situación las autoridades 

judiciales sí hubieran concedido la libertad condicional. 

5.  Actuaciones en sede de Revisión Con el propósito de clarificar los 

supuestos de hecho que motivaron la acción de tutela y un mejor proveer 

en el presente asunto, mediante Autos del 25 de octubre de 2016 y 9 de 

noviembre de 2016, el magistrado sustanciador solicitó copia de la 

documentación y providencias relativas al subrogado de libertad 

condicional impetrado por el Señor Daniel Guerrero Lizarazo, en el proceso 

radicado 2004-00099. 

5.1 Pruebas recolectadas por la Corte Constitucional durante el trámite de 

Revisión. El Juzgado 21 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá, D.C.3 remitió a esta Corporación, los siguientes documentos: 

-Certificación de calificación de conducta de los años 2014 a 2015. 

-Certificado de Cómputos por trabajo y o estudio de los años 2014 a 2015 

-Cartilla Biográfica del interno. 

- Auto del 6 de noviembre de 2015, proferido por el Juzgado Doce de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, D.C. 

-Auto del 14 de diciembre de 2015, proferido por el Juzgado Doce de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. 

-Auto del 31 de mayo de 2016, proferido por el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá D.C. 

 

II.      FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA SALA 

 

1.      Competencia 

 

A través de esta Sala de Revisión, la Corte Constitucional es competente 

para revisar la sentencia del 27 de julio de 2016, proferida por la Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que confirmó el fallo dictado 

el 30 de junio de 2016, por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
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de Justicia, que negó el amparo solicitado, en la acción de tutela 

promovida Daniel Antonio Guerrero Lizarazo contra la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá y el Juzgado Doce de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Bogotá.  Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 86 y 241, numeral 9º, de la Constitución Política, en concordancia 

con los artículos 31 a 36 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Presentación del caso, problema jurídico y esquema de solución 

2.1. Mediante providencia del 21 de noviembre de 2007[4], la Sala Penal del 

Tribunal Superior de Villavicencio (Meta), confirmó la sentencia proferida por 

el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Descongestión de 

Villavicencio[5] que condenó al señor Daniel Antonio Guerrero Lizarazo a la 

pena de 30 años de prisión (360 meses), como responsable del delito de 

secuestro extorsivo agravado, hurto calificado y agravado, falsedad 

personal, porte ilegal de armas, y la accesoria de interdicción de derechos 

y funciones públicas. El 22 de noviembre de 2010, “se decretó la 

acumulación jurídica de penas” a favor del condenado, elevándose la 

pena a 32 años de prisión (384 meses)[6]. 

2.2. El Juzgado Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá D.C., mediante auto del 6 de noviembre de 2015[7], resolvió negar 

la petición de libertad condicional del señor Daniel Antonio Guerrero 

Lizarazo.  Consideró que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 

de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004[8], 

y por la Ley 1709 de 2014[9], el subrogado penal solicitado exige, entre otros 

requisitos, el cumplimiento de las 3/5 partes de la pena. Teniendo en cuenta 

que el accionante se encuentra privado de la libertad desde el 7 de octubre 

de 2010 y, habiendo cumplido 219 meses y 6.5 días, a juicio del a quo, no 

acreditó dicho requisito.  De igual manera, advirtió que, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley 733 de 2002,[10] se prohibió este 

tipo de beneficios para el delito de secuestro extorsivo, razón por la cual 

negó la solicitud. 

2.3. El 14 de diciembre de 2015, el Juzgado Doce de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad negó el recurso de reposición presentado por el 

actor.  Precisó el juez que los hechos por los cuales fue enjuiciado el Señor 

Guerrero Lizarazo, ocurrieron en marzo de 2002, fecha para la cual tenía 

vigencia la Ley 733 de 2006, modificada por la Ley 1121 de 2006. Aunque 

encontró cumplido el requisito de haber cumplido las 3/5 partes de la pena, 

reiteró que este tipo de beneficios se encuentra prohibido para el delito de 

secuestro, de conformidad con dicha normativa. 

2.4. La Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

confirmó la decisión de primera instancia. El ad quem, a efectos de resolver 

el recurso de apelación señaló que la norma más favorable es el artículo 30 

de la Ley 1709 de 2014. Es así como concluyó que el accionante cumplió el 

requisito objetivo de haber cumplido las 3/5 partes de la pena acumulada. 

Así mismo, advirtió que recibió una última calificación de buena conducta. 

No obstante lo anterior, indicó que la derogatoria de la Ley 733 de 2002, 

operó en los distritos judiciales en los cuales no había empezado a aplicarse 

la Ley 906 de 2004 y, en consideración a que el lugar donde fue cometido 

el secuestro extorsivo y en el cual se juzgó al procesado, la nueva normativa 

comenzó a regir a partir del 1º de enero de 2007, cuando se implementó el 

sistema penal acusatorio del Código de Procedimiento Penal de 2004,  la 

derogatoria tácita de la norma no produjo efecto, por lo tanto, siempre 

estuvo prohibido conceder subrogados de esta naturaleza para los delitos 

por los cuales fue condenado el accionante. 

2.5.En el anterior orden de ideas, le corresponde a la Sala Cuarta de Revisión 

determinar si el Juez Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 
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de Bogotá, y la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá,  vulneraron el derecho fundamental del debido proceso y el 

principio de favorabilidad penal, al haber negado la petición de libertad 

condicional y no aplicar lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, 

y la Ley 906 de 2004, que derogó  el artículo 11 de la Ley 733 de 2002,  norma 

que según los jueces de conocimiento, no podía ser aplicada para la época 

de la condena. 

2.6. El trámite que habrá de adelantarse con el objeto de acometer la 

resolución del presente asunto, lo inicia la Sala con el estudio de: (i) el 

beneficio de libertad condicional. Recuento normativo; (ii) Ámbito de 

validez temporal y el principio de favorabilidad en materia penal. 

Reiteración; (iii) la procedencia de la acción de tutela contra providencias 

judiciales y, finalmente, (iv) se estudiará el caso concreto. 

3. El beneficio de libertad condicional. Recuento normativo 

3.1. De conformidad con el precedente de la Corporación los subrogados 

penales son medidas sustitutivas de las penas de prisión y arresto, siempre y 

cuando se cumplan los requisitos establecidos por el legislador. De acuerdo 

con la legislación, los subrogados penales son: 1) la suspensión condicional 

de la ejecución de la pena, 2) la libertad condicional, [11] 3) reclusión 

hospitalaria o domiciliaria, [12] y prisión domiciliaria [13] . 

3.2. Específicamente, en lo que tiene que ver con el subrogado de libertad 

condicional, éste tiene un doble significado, tanto moral como social; lo 

primero, porque estimula al condenado que ha dado muestra de su 

readaptación, y lo segundo, porque motiva a los demás convictos a seguir 

el mismo ejemplo, con lo cual, se logra la finalidad rehabilitadora de la 

pena.[14] El principal argumento para que esta figura haya sido 

incorporada dentro de nuestra legislación es la resocialización del 

condenado, “pues si una de las finalidades de la pena es obtener su 

readaptación y enmienda y está ya se ha logrado por la buena conducta 

en el establecimiento carcelario, resultaría innecesario prolongar la duración 

de la ejecución de la pena privativa de la libertad. En este sentido, puede 

afirmarse que la libertad condicional es uno de esos logros del derecho 

penal, que busca evitar la cárcel a quien ya ha logrado su rehabilitación y 

por lo tanto puede reincorporarse a la sociedad” [15]. 

3.3. La libertad condicional se encuentra regulada en el artículo 64 del 

Código Penal, modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014. Dicha 

norma consagra que, el juez, previa valoración de la conducta punible, 

concederá la libertad condicional a quien haya cumplido los siguientes 

requisitos: 1) que la pena impuesta sea privativa de la libertad; 2) que el 

condenado haya cumplido las 3/5 partes de ella; 3) que su buena conducta 

en el sitio de reclusión permita colegir al funcionario judicial que es 

innecesario seguir ejecutando la pena y 4) que se demuestre arraigo familiar 

y social [16]. Respecto de “la valoración de la conducta punible”, esta 

expresión fue declarada exequible bajo el entendido de que las 

valoraciones hechas por los jueces de ejecución de penas y medidas de 

seguridad para decidir sobre la libertad condicional de los condenados, 

tengan en cuenta las circunstancias, elementos y consideraciones hechas 

por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean estas favorables o 

desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional [17]. 

3.4. Ahora bien, en relación con la necesidad de analizar la conducta en el 

sitio de reclusión, de conformidad con lo señalado en el artículo 480 del 

Código de Procedimiento Penal, junto con la solicitud de libertad 

condicional se debe allegar la resolución favorable del Consejo de 

Disciplina o en su defecto, del director del establecimiento carcelario, en el 

que se evalúe el comportamiento en el sitio de reclusión, documento que 
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se anexa a la petición y que califica la conducta. Se advierte que dicha 

acreditación no es suficiente para valorar si se concede o no el subrogado 

penal solicitado, pues debe cotejarse el comportamiento del condenado 

en el lugar de privación de la libertad con la necesidad de continuar o no 

con la ejecución efectiva de la pena, y a partir de ello se sustentan los 

motivos para acceder o negar la libertad demandada.[18] 

3.5. El beneficio de la libertad condicional ha sufrido distintas 

modificaciones. En principio, la Ley 599 de 2000, establecía, en el artículo 64 

lo siguiente: que “el juez concederá la libertad condicional al condenado a 

pena privativa de la libertad, cuando haya cumplido las tres quintas partes 

de la condena, siempre que de su buena conducta en el establecimiento 

carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe necesidad 

para continuar con la ejecución de la pena. No podrá negarse el beneficio 

de la libertad condicional atendiendo a las circunstancias y antecedentes 

tenidos en cuenta para la dosificación de la pena. El período de prueba 

será el que falte para el cumplimiento total de la condena”. 

3.6. La Ley 890 de 2004[19] modificó la Ley 599 de 2000 y señaló que el juez 

puede conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de 

la libertad, siempre y cuando cumpla los siguientes requisitos: 1) previa 

valoración de la gravedad de la conducta punible, 2) cuando haya 

cumplido las dos terceras partes de la pena y, 3) su buena conducta 

durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita 

suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución 

de la pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de 

la multa y de la reparación a la víctima. 

3.7. En sentencia C-194 de 2005, la Corte precisó que el juez de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad ejerce una función valorativa que resulta 

determinante para el acto de concesión del subrogado penal. El juez no 

puede apartarse del contenido de la sentencia condenatoria al momento 

de evaluar la procedencia del subrogado penal. Esta sujeción al contenido 

y juicio de la sentencia de condena garantiza que los parámetros dentro de 

los cuales se adopta la providencia del Juez de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad sea restringido, es decir, no pueda versar sobre la 

responsabilidad penal del condenado. “El funcionario deberá tener en 

cuenta la gravedad del comportamiento punible, calificado y valorado 

previamente en la sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, 

como criterio para conceder el subrogado penal”.  Adicionalmente, el juicio 

que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad específica, 

cual es la de establecer la necesidad de continuar con el tratamiento 

penitenciario a partir del comportamiento carcelario del condenado. Y la 

prueba está, como lo dice la Corte Suprema de Justicia, en que la decisión 

judicial que deniega el subrogado penal no aumenta ni reduce el quantum 

de la pena, sino que se limita a señalar que la misma debe cumplirse en su 

totalidad. 

3.8. La Ley 1453 de 2011,[20] que modificó la Ley 890 de 2004, consagró que 

el juez podrá conceder la libertad condicional al condenado a pena 

privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta 

punible, cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su 

buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de 

reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de 

continuar la ejecución de la pena. En todo caso, su concesión estará 

supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima o se 

asegure el pago de ambas mediante garantía personal, prendaria, 

bancaria o mediante acuerdo de pago. 
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3.9. Pues bien, a pesar de la regulación normativa expuesta, resulta 

inescindible el estudio del artículo 64 en consonancia con el artículo 68 A, el 

cual ha sido modificado por las Leyes 1142 de 2007, 1453 de 2011, 1474 de 

2011, 1708 de 2014 y 1773 de 2016) en los que se indica, en forma expresa y 

concreta, los casos en los que no hay lugar a beneficios y subrogados 

penales[21]. 

3.10. La norma aludida ha sido objeto de las siguientes modificaciones: La 

Ley 1142 de 2007[22]  estableció que no se concederán los subrogados 

penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de 

suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; 

tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar 

a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los 

beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea 

efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso o 

preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores. Esta norma fue 

modificada por la Ley 1453 de 2011,[23] artículo 28, que adicionó la 

prohibición de los subrogados penales o mecanismos sustitutivos a la 

persona que haya sido condenada por uno de los siguientes delitos: 

cohecho propio, enriquecimiento ilícito de servidor público, estafa y abuso 

de confianza que recaigan sobre los bienes del Estado, concusión, 

prevaricato por acción y por omisión, celebración de contrato sin el 

cumplimiento de los requisitos legales, lavado de activos, utilización 

indebida de información privilegiada, interés indebido en la celebración de 

contratos, violación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, 

tráfico de influencias, peculado por apropiación y soborno transnacional. 

3.11. El artículo 13 de la Ley 1474 de 2011[24] consagró que no tendrán 

derecho a beneficios o subrogados quienes hayan sido condenados por 

delitos contra la Administración Pública, estafa y abuso de confianza que 

recaigan sobre los bienes del Estado, utilización indebida de información 

privilegiada, lavado de activos y soborno transnacional. Lo dispuesto en el 

presente artículo no se aplicará respecto de la sustitución de la detención 

preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en los eventos 

contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 

2004, ni en aquellos eventos en los cuales se aplique el principio de 

oportunidad, los preacuerdos, negociaciones y el allanamiento a cargos. 

3.12. Adicional a lo anterior, en ese periplo normativo, debe tenerse en 

cuenta la Ley 733 de 2002[25], la cual estableció la exclusión de beneficios 

y subrogados penales cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro, 

secuestro extorsivo, extorsión, y conexos, no procederán las rebajas de pena 

por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los subrogados 

penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de 

condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución 

de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como 

sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado 

legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración 

consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea 

efectiva.[26] Así mismo, el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 consagra que 

cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, 

secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena 

por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales 

o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de 

ejecución condicional o libertad condicional. Tampoco a la prisión 

domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro 

beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios 
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por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, 

siempre que esta sea eficaz. 

3.13. De lo expuesto puede concluirse que el juez de ejecución de penas y 

medidas de seguridad, a efectos de conceder el subrogado penal de 

libertad condicional, debe revisar si la conducta fue considerada como 

grave por el legislador de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68A 

del Código Penal y los artículos 26 de la Ley  1121 de 2006, y 1098 de 2006, si 

esto es posible, deberá verificar el lleno de los requisitos objetivos como lo 

son el cumplimiento de la pena exigida por la ley  y el certificado de buena 

conducta en el sitio de reclusión exigido en el artículo 64 del Código Penal, 

lo anterior, teniendo en cuenta la vigencia temporal de las normas que 

regulan el tema. 

3.14. Finalmente, conviene destacar que debe orientar la decisión del juez, 

el régimen de excepciones señalado en la ley. Las excepciones 

consagradas constituyen un tamiz a efectos de verificar la gravedad de la 

conducta. Es así como tendrán relevancia las circunstancias y 

consideraciones efectuadas por el juez penal en la sentencia condenatoria 

sean estas favorables o desfavorables al condenado, esto siguiendo el 

precedente de la Corporación.[27] 

4. Ámbito de validez temporal y el principio de favorabilidad en materia 

penal. Reiteración 

4.1.Por regla general, la ley penal rige para las conductas cometidas 

durante su vigencia, sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 29 de la Constitución Política y el artículo 6º del Código Penal.[28] 

“En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, 

se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.[29]” Con sujeción 

a la preceptiva citada debe entenderse que la vigencia de una norma se 

inicia con su promulgación y finaliza en el momento de su derogatoria, ya 

sea porque son modificadas, o porque se suprimen de manera expresa. La 

excepción opera entonces, cuando la nueva ley es más favorable que la 

anterior (retroactividad), o cuando la ley anterior resulta más favorable que 

la posterior (ultractividad).  De otra parte, el principio de favorabilidad no 

solo opera frente a las normas sustantivas, sino también en materia procesal, 

así se establece por el artículo 6º de la Ley 906 de 2004, en el que se 

consagra que la norma permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a 

la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.[30] 

4.2. Frente al principio de favorabilidad en materia penal, el precedente de 

la Corporación ha señalado que: 

“la favorabilidad constituye una excepción al principio de irretroactividad 

de la ley, pudiéndose aplicar en su desarrollo una ley posterior al hecho 

cometido (retroactividad) o prolongarle sus efectos más allá de su vigencia 

(ultractividad), siempre que en algún momento haya regido la actuación y 

que -desde luego- sea, en uno u otro caso, más favorable al sindicado o 

condenado. (…) Así, en el caso de sucesión de leyes en el tiempo, si la nueva 

ley es desfavorable en relación con la derogada, ésta será la que se siga 

aplicando a todos los hechos delictivos que se cometieron durante su 

vigencia, que es lo que la doctrina denomina ultractividad de la ley.  

La retroactividad, por el contrario, significa que cuando la nueva ley 

contiene previsiones más favorables que las contempladas en la ley que 

deroga, la nueva ley se aplicará a los hechos delictivos ocurridos con 

anterioridad a su vigencia. 

Sobre este punto debe la Corte señalar que tratándose de la aplicación del 

principio de favorabilidad en materia penal, no cabe hacer distinción entre 

normas sustantivas y normas procesales, pues el texto constitucional no 
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establece diferencia alguna que permita un trato diferente para las normas 

procesales”[31] 

4.3. Ahora bien, el principio de favorabilidad ha de aplicarse a cada caso 

concreto, pues exige el examen de situaciones particulares  las cuales  

deben ser dirimidas por las autoridades judiciales competentes, quienes 

deben atender el mandato imperativo del tercer inciso del artículo 29 

superior, sin que pueda generalizarse, pues cada asunto tiene sus 

singularidades.[32] Así mismo, la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal 

de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que para que se pueda 

aplicar el principio de favorabilidad deben concurrir: i) sucesión o 

simultaneidad de dos o más leyes en el tiempo; ii) regulación de un mismo 

supuesto de hecho, pero que conlleva consecuencias jurídicas distintas; y iii) 

permisibilidad de una disposición frente a la otra.[33] 

4.4. Adicional a lo anterior, también ha decantado la jurisdicción ordinaria 

que es viable aplicar el principio de favorabilidad para asuntos regidos por 

el sistema de Ley 600 de 2000 con disposiciones de la Ley 906 de 2004, y en 

sentido contrario, esto es, traer institutos de la Ley 600 de 2000 a asuntos 

tramitados por la Ley 906 de 2004, siempre y cuando no se opongan a la 

naturaleza del sistema acusatorio.[34] No sobra agregar que las decisiones 

que impliquen la aplicación del principio de favorabilidad deben ser 

adoptadas exclusivamente por el funcionario competente de acuerdo con 

la fase o etapa en la que se encuentre cada proceso. En materia de libertad 

provisional u otros aspectos como la redosificación de la pena para 

acceder a beneficios administrativos, debe resolverse la solicitud de libertad 

y lo que se decida sobre la favorabilidad tendrá carácter provisional y así 

habrá de declararse.[35] 

4.5. Cabe destacar que ante los cambios legislativos, específicamente con 

la expedición de la Ley 906 de 2004, se presentan distintas situaciones en las 

que, en atención a la vigencia territorial de la norma, se ha dificultado la 

aplicación e interpretación del principio de favorabilidad. La jurisprudencia 

constitucional, en estos casos, se inclinó por determinar que: “la Ley 906 de 

2004 debe aplicarse a hechos sucedidos antes de su entrada en vigencia e 

independientemente del distrito judicial donde estos se presentaron, si ello 

redunda en beneficio del procesado”.[36] 

4.6. Así mismo, se ha precisado que: i) la puesta en marcha gradual del 

sistema acusatorio de acuerdo con el programa de implantación previsto 

en el artículo 530 de la Ley 906 de 2004, condujo a una situación particular, 

en la cual coexisten dos procedimientos distintos y excluyentes que se 

aplican en el país según la fecha y lugar de comisión del delito: el 

establecido en la normativa anterior, a casos por conductas realizadas 

antes del 1° de enero de 2005 o a partir de esta fecha en Distritos Judiciales 

donde no opere el sistema acusatorio; y, el nuevo, para delitos cometidos a 

partir del 1° de enero de 2005 en los Distritos Judiciales seleccionados para 

comenzar y gradualmente en los demás; ii) ello no significa descartar la 

posibilidad de que ciertas normas procesales de efectos sustanciales 

consagradas en la Ley 906 de 2004, sean aplicadas en virtud del principio 

de favorabilidad en las actuaciones penales que se rigen por la Ley 600 de 

2000;   iii) en relación con la Ley 906 de 2004 esta podría ser aplicada con 

efectos retroactivos respecto de situaciones anteriores a su vigencia, a 

condición de que no se refieran a instituciones propias del nuevo modelo 

procesal y de que los referentes de hecho en los dos procedimientos sean 

idénticos;  iv) con la anterior interpretación resulta igualmente protegido el 

derecho fundamental de igualdad de las personas ante la ley, pues todo 

aquel que se encuentre en la misma situación fáctica será acreedor de 

idéntica consecuencia de derecho, lo cual opera tanto para quienes 
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cometieron el delito antes de entrar en vigor la Ley 906 de 2004, en cualquier 

lugar del país, como para aquellos que delinquieron o delincan en vigencia 

de la referida normatividad.[37] 

4.7. En conclusión: el principio de favorabilidad no distingue entre normas 

sustantivas o procesales, debe aplicarse conforme las circunstancias de 

cada caso concreto, las cuales deben ser zanjadas por las autoridades 

judiciales competentes. Para su aplicación se exige que exista una sucesión 

de normas en el tiempo o tránsito legislativo, la regulación de un mismo 

supuesto de hecho que conlleve consecuencias jurídicas distintas y la 

permisibilidad de una disposición frente a la otra. Por último, en lo 

relacionado con la entrada a regir de la Ley 906 de 2004 en el territorio 

nacional, esta puede ser aplicada en virtud del principio de favorabilidad, 

a pesar de su implementación progresiva, siempre que concurran los 

presupuestos materiales que la jurisprudencia ha señalado para ello. 

5 Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. 

Reiteración jurisprudencial 

5.1 Ha sido consistente la posición de la Corte Constitucional frente al tema 

de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias 

judiciales.  El criterio asumido en estos casos busca un equilibrio entre la 

actuación e interpretación de los jueces –principio de la independencia 

judicial- y la prevalencia de los derechos fundamentales. [38] 

5.2. Se ha sostenido que la acción de amparo no puede utilizarse en aras de 

remplazar los recursos y mecanismos con que las partes cuentan dentro del 

proceso [39], su alcance debe ser restrictivo y opera solo cuando se advierta 

la amenaza o vulneración de un derecho fundamental por parte de la 

autoridad judicial en el curso de una actuación. Sobre el particular, ha dicho 

la Corte Constitucional que: 

“.7 En suma, respecto de la procedencia de la acción de tutela contra 

decisiones judiciales, la actual jurisprudencia de la Corte Constitucional 

considera que: (i) la acción de tutela es un instrumento excepcional para 

desvirtuar la validez de decisiones judiciales cuando éstas son contrarias a 

la Constitución; (ii) el carácter excepcional de la acción en este marco 

busca lograr un equilibrio entre el principio constitucional de autonomía e 

independencia judicial, y la eficacia y prevalencia de los derechos 

fundamentales; y (iii) a fin de alcanzar el equilibrio referido, corresponde al 

juez de tutela verificar si la acción satisface los requisitos generales de 

procedibilidad previstos por esta Corporación, así como determinar si de los 

supuestos fácticos y jurídicos del caso se puede concluir que la decisión 

judicial vulneró o amenazó un derecho fundamental, al punto que satisface 

uno o varios requisitos específicos de prosperidad.”[40] 

5.3. Frente a la procedencia de la acción de tutela contra providencias 

judiciales en la Sentencia C-590 de 2005 se desarrollaron los requisitos 

generales y específicos de procedibilidad, precisando que los primeros 

constituyen presupuestos para un estudio de fondo, mientras que los 

segundos responden a los vicios o defectos específicos y protuberantes en 

los que incurre el fallo judicial y que vulneran derechos fundamentales. Los 

requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 

decisiones judiciales son los siguientes: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 

constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar 

a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 

constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a 

otras jurisdicciones[4]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con 

toda claridad y de forma expresa por qué la cuestión que entra a resolver 
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es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los 

derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de 

defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de 

evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí 

que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales 

ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  

De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo 

de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias 

de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción 

constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un 

desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 

hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 

hecho que originó la vulneración [6].  De lo contrario, esto es, de permitir que 

la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la 

decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica 

ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta 

incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales 

legítimos de resolución de conflictos. 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 

misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 

impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[7].  

No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si 

la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal 

como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse 

como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se 

genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por 

ello hay lugar a la anulación del juicio. 

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos 

que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 

alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 

possible [8].  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela 

llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y 

no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad 

en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la 

decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé 

cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional 

de sus derechos. 

f. Que no se trate de sentencias de tutela[9].  Esto por cuanto los debates 

sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse 

de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son 

sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, 

proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por 

decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.” Ahora, además de los 

requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela 

contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de 

requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar 

plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, 

para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se 

presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 

profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de 

competencia para ello. 
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b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio 

que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la 

decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 

base en normas inexistentes o inconstitucional o que presentan una evidente 

y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un 

engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 

decisión que afecta derechos fundamentales. 

g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 

judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 

legitimidad de su órbita funcional. 

h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 

cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 

fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 

dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 

garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante 

del derecho fundamental vulnerado[11]. 

Violación directa de la Constitución. 

“Se estructura cuando el juez ordinario adopta una decisión que desconoce 

la Carta Política, ya sea porque: (i)  deja de aplicar una disposición ius 

fundamental a un caso concreto; o porque (ii) aplica la ley al margen  de 

los dictados de la Constitución. En el primer caso, la Corte ha dispuesto que 

procede la tutela contra providencias judiciales por violación directa de la 

Constitución  (a) cuando en la solución del caso se dejó de interpretar y 

aplicar una disposición legal de conformidad con el precedente 

constitucional, (b) cuando se trata de un derecho fundamental de 

aplicación inmediata y (c) cuando el juez en sus resoluciones vulneró 

derechos fundamentales y no tuvo en cuenta el principio de interpretación 

conforme con la Constitución. En el segundo caso, la jurisprudencia ha 

afirmado que el juez debe tener en cuenta en sus fallos, que con base en el 

artículo 4 de la C.P, la Constitución es norma de normas y que en todo caso 

en que encuentre, deduzca o se le interpele sobre una norma que es 

incompatible con la Constitución, debe aplicar las disposiciones 

constitucionales con preferencia a las legales mediante el ejercicio de la 

excepción de inconstitucionalidad.”[41] 

6. Caso concreto 

Procede la Sala al estudio de los requisitos generales de procedencia de la 

acción de tutela contra providencias judiciales que ha establecido la 

jurisprudencia constitucional. 

6.1. Examen del cumplimiento de los requisitos generales de procedibilidad 

de la acción de tutela. 

Ante todo cabe advertir que el tema en discusión reviste relevancia 

constitucional, si se tiene en cuenta que la decisión de los jueces de primera 

y segunda instancia, a juicio del accionante, vulneraron sus derechos 

fundamentales del debido proceso, igualdad, y defensa, en un marco de 

circunstancias jurídicas sumamente controversiales, en lo que tiene que ver 

con la aplicación del beneficio de libertad condicional y el conflicto que se 

suscita entre las distintas leyes que regulan el tema. 

6.2. Que no se trate de una sentencia de tutela 

La decisión que se ataca es la proferida por el Juzgado Doce de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. y la Sala Penal del Tribunal 
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Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., en el trámite de una solicitud de 

libertad condicional. 

6.3. Que se haya cumplido con el principio de subsidiariedad, y que la 

irregularidad procesal que se alegue tenga un efecto directo sobre la 

decisión de fondo que se impugna 

La acción de tutela en el presente caso es procedente ante la inexistencia 

de otro mecanismo judicial de defensa. El accionante acudió a la acción 

de tutela luego de haber agotado el medio judicial ordinario consagrado 

en las normas procesales pertinentes. Contra la decisión que negó su 

petición de libertad condicional interpuso los recursos de reposición ante el 

mismo funcionario y apelación ante el superior. No procede el recurso 

extraordinario de revisión en la medida en que solo cabe su interposición 

contra las sentencias. Así mismo, en el presente asunto no se alega una 

irregularidad de tipo procesal, sino la nugatoria aplicación del principio de 

favorabilidad en materia penal. 

6.4 Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos 

que generaron la vulneración como los derechos vulnerados 

Se tiene por satisfecho en la medida que en el acápite de los hechos se 

detalla la situación fáctica. El actor expuso con claridad el desconocimiento 

del principio de favorabilidad, predicable de las decisiones judiciales 

cuestionadas en sede de tutela. 

6.5. Requisito de inmediatez 

Advierte la Sala que esta causal de procedencia se cumplió, en la medida 

en que la presente acción de tutela se interpuso el 16 de junio de 2016, un 

poco más de 15 días de proferida la decisión por la Sala Penal del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá.[42] 

6.5. Causales específicas de procedibilidad y el defecto sustantivo alegado 

6.5.1. Cumplido este primer análisis, se pasará a verificar si, en el presente 

caso, se estructuró el defecto sustantivo alegado, al no aplicar el principio 

de favorabilidad en materia penal, a efectos de resolver la petición de 

libertad condicional. 

6.5.2. Las sentencias de primera y segunda instancia tuvieron  como 

argumento sustentatorio el siguiente: i)  que el accionante fue 

condenado[43] por los delitos de secuestro extorsivo agravado, hurto 

calificado y agravado, falsedad personal, y porte ilegal de armas ii) lo 

dispuesto en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 y el artículo 26 de la Ley 

1121 de 2006, normas que consagran la exclusión de beneficios y 

subrogados, cuando se trate de delitos como el secuestro, secuestro 

extorsivo, terrorismo, extorsión y conexos. Lo anterior, en consideración a que 

los delitos fueron cometidos bajo su vigencia iii) la Ley 733 de 2002 fue 

dictada bajo la vigencia de la Ley 599 de 2000 y Ley 600 de 2000. Ahora 

bien, con la expedición de las Leyes 890 y 906 de 2004, la prohibición del 

artículo 11 de la Ley 733 de 2002, fue derogada tácitamente, puesto que, se 

concedió la libertad condicional para todos los delitos. Sin embargo, de 

conformidad con el precedente de la Corte Suprema de Justicia (Sala de 

Casación Penal)[44], la derogatoria solo operó en aquellos distritos judiciales 

en los que no había empezado a aplicarse la Ley 906 de 2004, de lo cual se 

concluye que en el lugar donde fue cometido el secuestro, la Ley 904 

empezó a regir el 1º de enero de 2007[45], en consecuencia, la Ley 733 de 

2002 no fue derogada. 

6.5.3. En atención a lo expuesto, debe entonces determinar la Sala si la 

interpretación efectuada por los jueces al concluir que tanto la Ley 733 de 

2002 como la Ley 1121 de 2006, continuaron vigentes al no haber entrado a 

regir la Ley 906 de 2004, en el Distrito Judicial donde fueron cometidos los 
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delitos, trasgrede el principio de favorabilidad consagrado en la 

Constitución Política, el Código Penal y el de Procedimiento Penal. 

6.5.4. Como quedo expresado en el acápite (Supra 4), el principio de 

favorabilidad opera cuando la nueva ley es más favorable que la anterior 

(retroactividad), o cuando la ley anterior resulta más favorable que la 

posterior (ultractividad). Se trata de un principio que no solo es aplicable 

respecto de las normas sustantivas, sino también en materia procesal. Así 

mismo, se trata de un principio que debe ser estudiado conforme las 

circunstancias de cada caso concreto. 

6.5.5. Sea lo primero señalar que en el caso sub examine, encuentra la Sala 

que se cumplen los supuestos que permiten aplicar dicho principio pues: i) 

existe una sucesión de leyes en el tiempo.  En materia de libertad 

condicional existe todo un elenco normativo que prohíbe y consagra 

requisitos a efectos de conceder dicho subrogado.  En efecto, la discusión 

se contrae a dilucidar  si la Ley 890 de 2004, y La Ley 906 de 2004, normas 

que eliminan la prohibición de dicho beneficio, deben o no ser aplicadas al 

momento de analizar la petición presentada por el accionante; ii) sin duda 

la aplicación de las Leyes 733 de 2002 y 1121 de 2006, en contraposición con 

las Leyes 890 de 2004 y Ley 906 de 2004, aparejan consecuencias tan 

disímiles como la posibilidad de negar o conceder el subrogado de libertad 

condicional y, iii) por último, existe una permisibilidad de una disposición 

frente a la otra. 

6.5.6. Desde otra perspectiva, debe precisar la Sala que la posición de la 

Corporación frente a la aplicación de la Ley 906 de 2004 reitera que en 

materia de favorabilidad penal, referida a dicha normativa, debe tener en 

cuenta que: “(1) El principio de favorabilidad como parte integrante del 

cuerpo dogmático de la Constitución, conserva pleno vigor y aplicabilidad 

respecto de la Ley 906 de 2004, no obstante las normas de vigencia que ella 

consagra, orientadas a reafirmar el principio general de irretroactividad de 

la ley penal, el cual no es excluyente sino complementario de la 

favorabilidad; (ii) el principio de favorabilidad conserva su vigor en todo el 

territorio nacional, no obstante el método progresivo elegido para la 

implantación gradual del nuevo sistema; (iii) el principio de favorabilidad 

rige también situaciones de coexistencia de regímenes legales distintos, 

siempre que concurran los presupuestos materiales del principio de 

favorabilidad, lo que implica que no pueda ser aplicado frente a 

instituciones estructurales y características del nuevo sistema y como tales 

sin referente en el anterior; (iv) la aplicación del principio de favorabilidad 

reclama un estudio particularizado de cada caso a fin de determinar el 

impacto de las normas en conflicto sobre la situación del 

procesado.”[46](Énfasis añadido). 

6.5.7. Vistas así las cosas, en consideración a que el principio de 

favorabilidad conserva su vigor a pesar de la implementación gradual de la 

Ley 906 de 2004, en el caso objeto de estudio es aplicable la Ley 890 de 

2004[47], que modificó la Ley 599 de 2000.  No obstante lo anterior, la misma 

norma contempló que el juez podrá conceder la libertad condicional al 

condenado, siempre y cuando cumpla, además de los requisitos señalados 

por la norma, el siguiente: 1) la previa valoración de la gravedad de la 

conducta punible,[48] Es decir, se  le impone al Juez de Ejecución de Penas 

y Medidas de Seguridad una función valorativa que es determinante a 

efectos de conceder el subrogado penal y en el que la autoridad judicial 

no puede apartarse del contenido de la sentencia condenatoria al 

momento de evaluar la procedencia del subrogado penal.  

6.5.8. En este orden de ideas, de conformidad con lo señalado por la 

jurisprudencia constitucional, en el asunto sub examine se configuró un 
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defecto sustantivo[49] en la medida en que las decisiones judiciales 

desconocieron las normas consagradas en la Constitución Política, el 

Código Penal y de Procedimiento Penal relativas a que la ley permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior se aplicará sin excepción, de 

preferencia, a la restrictiva o desfavorable, lo cual rige también para los 

condenados.[50]   

6.5.9. Es así como en el caso que nos ocupa es aplicable la Ley 890 de 2004, 

a efectos de estudiar la petición de libertad condicional en virtud del 

principio de favorabilidad, lo que implica la previa valoración de la 

gravedad de la conducta punible, análisis que conlleva el contenido de la 

sentencia condenatoria, como presupuesto indispensable para que el juez 

conceda o no el subrogado. 

6.5.10. Aún más, el estudio efectuado debe complementarse con el hecho 

de que los jueces de conocimiento deben evaluar la aplicación del artículo 

64 del Código Penal, modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, 

en el que se establece que el juez previa valoración de la conducta punible, 

concederá la libertad condicional a quien haya cumplido los siguientes 

requisitos: 1) que la pena impuesta sea privativa de la libertad; 2) que el 

condenado haya cumplido las 3/5 partes de ella;  3) que su buena 

conducta en el sitio de reclusión permita colegir al funcionario judicial que 

es innecesario seguir ejecutando la pena y 4) que se demuestre arraigo 

familiar y social, en la medida en que le resulte más favorable. Se agrega 

que la valoración de la conducta punible tendrá en cuenta el contenido de 

la sentencia condenatoria tanto en lo favorable como en lo 

desfavorable,[51] lo que puede motivar negar la solicitud del subrogado. 

6.5.12. En razón de lo anterior, se dejaran sin efectos las decisiones judiciales 

que resolvieron la petición de libertad condicional del señor Daniel Antonio 

Guerrero Lizarazo, y se ordenara proferir una nueva decisión, observando los 

parámetros contemplados en los acápites 6.5.7 y 6.5.9 y 6.5.10. 

Por último, considera la Sala que no existe una vulneración al principio de 

igualdad, pues no se cuentan con las suficientes pruebas que permitan 

determinar que en casos similares al del accionante, como este lo planteó 

en relación con quienes denominó coparticipes del delito, se haya 

concedido el subrogado de libertad condicional. 

7. Síntesis de la decisión 

Se configura un defecto sustantivo cuando los jueces desconocen las 

normas consagradas en la Constitución Política, el Código Penal y de 

Procedimiento Penal que consagran que la ley permisiva o favorable, aun 

cuando sea posterior se aplicará sin excepción, de preferencia a la 

restrictiva o desfavorable, lo cual rige también para los condenados. El 

estudio de dicho principio debe consultar las circunstancias y 

particularidades de cada caso concreto. 

Al momento de estudiar los subrogados penales consagrados en la 

legislación, constituye una orientación para el juez el régimen de 

excepciones señalado en la ley, en la medida en que estas son un tamiz a 

efectos de verificar la gravedad de la conducta. Es así como tendrá 

relevancia las circunstancias y consideraciones efectuadas por el juez penal 

en la sentencia condenatoria, sean estas favorables o desfavorables al 

condenado, lo anterior, siguiendo el precedente de la Corporación en 

cuanto a que debe valorarse la conducta punible. 

La Sala encontró configurado el defecto sustantivo alegado por el 

demandante, motivo por el cual dejará sin efectos las decisiones del 6 de 

noviembre de 2015, y 14 de diciembre de 2015, proferidas por el Juez Doce 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, además de la 

providencia proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito 
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Judicial de Bogotá, el 31 de mayo de 2016.  En consecuencia, se ordenará 

al Juez Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá o, 

en su defecto, al juez homologo que en la actualidad resulte competente, 

resolver, en el término de 15 días, contados desde la notificación del 

presente proveído, la petición a que se contrae el asunto sub examine, 

teniendo en cuenta que en el caso concreto es aplicable la Ley 890 de 2004, 

a efectos de estudiar la petición de libertad condicional, en virtud del 

principio de favorabilidad, decisión que deberá contener la previa 

valoración de la gravedad de la conducta punible, análisis que habrá de 

recaer sobre el contenido de la sentencia condenatoria, y que puede llevar 

a que el juez conceda o niegue el subrogado. 

Asimismo, deberá el juez de conocimiento tener en cuenta lo dispuesto en 

el artículo 64 del Código Penal, modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 

de 2014, norma que consagra que el juez previa valoración de la conducta 

punible, concederá la libertad condicional a quien haya cumplido los 

siguientes requisitos: 1) que la pena impuesta sea privativa de la libertad; 2) 

que el condenado haya cumplido las 3/5 partes de ella;  3) que su buena 

conducta en el sitio de reclusión permita colegir al funcionario judicial que 

es innecesario seguir ejecutando la pena y 4) que se demuestre arraigo 

familiar y social, en la medida en que le resulte más favorable. Se agrega 

que la valoración de la conducta punible tendrá en cuenta el contenido de 

la sentencia condenatoria tanto en lo favorable como en lo 

desfavorable[52], lo que puede motivar la decisión que se adopte en uno u 

otro sentido. 

III. DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Revisión de la Corte 

Constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato 

de la Constitución,  

RESUELVE: 

PRIMERO.-  REVOCAR por las razones expuestas en esta providencia la 

sentencia proferida el 27 de julio de 2016, por la Sala de Casación Civil de la 

Corte Suprema de Justicia que, a su vez, confirmó el fallo dictado por la Sala 

de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, el 30 de junio de 2016, 

en la cual se denegó el amparo del derecho fundamental al debido 

proceso del señor Daniel Antonio Guerrero Lizarazo, En su lugar, se TUTELA el 

derecho fundamental del debido proceso del accionante. 

SEGUNDO.- DEJAR SIN EFECTOS las decisiones de 6 de noviembre de 2015 y 

14 de diciembre de 2015, proferidas por el Juez Doce de Ejecución de Penas 

y Medidas de Seguridad de Bogotá, y por la Sala Penal del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, el 31 de mayo de 2016, en consecuencia, se 

ordena al Juez Doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá , en su defecto, al juez homologo que en la actualidad resulte 

competente, resolver, en el término de 15 días, contados desde la 

notificación del presente proveído, la petición a que se contrae el asunto 

sub examine, teniendo en cuenta que en el caso concreto es aplicable la 

Ley 890 de 2004, a efectos de estudiar la petición de libertad condicional, 

en virtud del principio de favorabilidad, decisión que deberá contener la 

previa valoración de la gravedad de la conducta punible, análisis que 

habrá de recaer sobre el contenido de la sentencia condenatoria, y que 

puede llevar a que el juez conceda o niegue el subrogado. Lo anterior, de 

conformidad con los parámetros establecidos en los acápites 6.5.7. 6.5.9 y 

6.5.10 de esta providencia. 

TERCERO.- Por Secretaría General líbrese la comunicación prevista en el 

artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 
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Notifíquese, comuníquese, cópiese, publíquese en la Gaceta de la Corte 

Constitucional y cúmplase. 

 

GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 

Magistrado 

 

GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO 

Magistrada 

 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO 

Magistrado 

 

MARTHA VICTORIA SÁCHICA DE MONCALEANO 

Secretaria 

 

ANEXOS 

 

 Fotocopia de cedula. 

 Sentencia de negación libertad condicional. 
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